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Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, Embajador Diego Pary Rodriguez, distinguidos y distinguidas representantes de los Estados miembros y Observadores de la Organización, señoras y señores:


Me presento ante Ustedes, en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a fin de informar sobre el seguimiento de los mandatos que han sido dirigidos a la Comisión, a través de las resoluciones de la Asamblea General, aprobadas en junio de 2013: 

1. Defensoras y defensores de derechos humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas 


La Relatoría sobre defensoras y defensores de la CIDH fue creada en marzo de 2011 y tiene por mandato dar seguimiento a la situación de defensores/as de derechos humanos y operadores de justicia
. 


Los mandatos establecidos en la resolución  AG/RES.2789, en su último considerando y en el numeral sexto, literales a y b, se encuentran dentro de la competencia de la Relatoría sobre defensoras y defensores. 


Respecto al último considerando, que indica: 


Tomando nota del compromiso de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de continuar informando sobre el tema a través de la circulación del “Cuestionario de consulta a los Estados y la sociedad civil para la elaboración del informe sobre la situación de las y los operadores de justicia en las Américas”.


Cabe indicar que dentro del marco de su planificación de informes temáticos, el 15 de enero de 2013, la Relatoría sobre defensores y defensoras de derechos humanos publicó un cuestionario de consulta a los Estados y la sociedad civil para la elaboración del informe sobre “Garantías para la Independencia de las y los operadores de justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el Estado de Derecho en las Américas”. Con fecha 27 de febrero de 2013, la CIDH informó de la decisión de ampliar el plazo hasta el 15 de marzo de 2013. La CIDH obtuvo la respuesta de 13 Estados: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y República Dominicana. A su vez, se obtuvo respuesta de 5 asociaciones de jueces, 8 jueces, 11 organizaciones no gubernamentales, 3 personas individuales y 1 universidad. 


Asimismo, el 5 de julio de 2013 se llevó a cabo una consulta con expertos sobre independencia de las y los operadores de justicia el cual compiló insumos sobre los estándares de derecho internacional aplicables a procesos de selección y separación de cargos de jueces, fiscales y defensores públicos y los obstáculos que enfrentan.  Asimismo, el 12 de julio de 2013 se llevó a cabo el conversatorio con la Relatora Especial para la ONU para la independencia de magistrados y abogados con la misma finalidad.  


Finalmente, el 5 de diciembre de 2013 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó el informe “Garantías para la Independencia de las y los operadores de justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el Estado de Derecho en las Américas”. El informe  analiza los estándares del derecho internacional aplicables para garantizar la independencia e imparcialidad de los operadores de justicia. Este informe fue presentado en diciembre del 2013 en la ciudad de México. A su vez fue presentado por el Presidente de la CIDH  y Relator sobre Defensores, el 5 y 6 de febrero de 2014 en San José, Costa Rica y en ciudad de Guatemala, respectivamente. En aras de su promoción, la Comisión está atenta a su presentación en otros países de la región. 


Respecto al numeral sexto literal a), que solicita a la CIDH: 


Siga prestando la adecuada atención a esta materia y fortalezca a su Relatoría de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos para que continúe llevando a cabo su importante labor, así como a sus demás relatorías. 


La CIDH ha continuado prestando atención y apoyo a las tareas que desarrollan las defensoras y defensores de derechos humanos. 


Como muestra de ello, durante 2013 continuó brindando apoyo e insumos en relación con las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas, correspondientes a defensoras y defensores
. 


Además en 2013 elaboró 4 comunicados de prensa externando su preocupación respecto a actos que afectan la labor de la defensa de derechos humanos en diversos países del continente americano (relativos a Colombia, El Salvador, Paraguay y México). Durante el 2013 también se enviaron cartas de solicitud de información a los Estados con fundamento en los artículos 41 de la Convención y 18 del Estatuto de la Comisión. 

Para el 2014 La Relatoría de Defensores y Defensoras continuará con sus actividades normales, entre las que resaltan las siguientes:

a) Difusión del Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores en las Américas. 
b) Presentación y difusión del Informe Garantías de Independencia de las y los operadores de Justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el Estado de Derecho en las Américas. 

c) Organización de talleres para defensoras y defensores con el objetivo de proporcionar entrenamiento técnico sobre el uso y funcionamiento de los mecanismos de protección con que cuenta la CIDH. 

d) Elaboración de comunicados de prensa sobre obstáculos que enfrentan defensoras y defensores. 

e) Elaboración de solicitudes de información a los Estados con fundamento en el artículo 41 de la Convención y 18 del Estatuto en situaciones que así lo ameriten. A la fecha se ha enviado una solicitud de información. 

f) Realización de reuniones periódicas con defensoras y defensores de derechos humanos en el hemisferio,  durante sus periodos de sesiones para conocer y monitorear la situación de defensoras y defensores de derechos humanos. 

g) De contar con fondos adicionales, realizar otros informes temáticos relacionados con condiciones que obstruyen la labor de los defensores y defensoras de derechos humanos y/o guía para la protección a defensores y defensoras de derechos humanos en situaciones de riesgo con recomendaciones para mejorar la protección y reducción de riesgos a defensoras y defensores. 


Para 2014, se recibió una contribución de la Agencia Sueca para el Desarrollo  Internacional (ASDI/SIDA), con el cual se ha contratado a dos becarios quienes en conjunto acompañaran las tareas de la relatoría durante todo el 2014.  Pese a lo anterior, la relatoría todavía no cuenta con un especialista a tiempo completo. 


Respecto al numeral sexto literal b), que solicita a la CIDH: 


Continúe intensificando el diálogo y cooperación con la Relatoría Especial sobre la Situación de los Defensores de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas.


La relatoría de la CIDH ha tenido una relación de cooperación con la Relatoría Especial de la ONU de diferentes maneras: 
1) 
respondiendo a las solicitudes de información para los cuestionarios e informes anuales de la Relatora; 
2) 
haciendo uso de sus informes anuales  y hallazgos de sus visitas a países de la región; 

3) 
en la elaboración de informes temáticos utilizando los estándares desarrollados por la Relatora. Específicamente en sus informes Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia (2013) y el segundo informe sobre la situación de las defensoras y los defensores de derechos humanos en las Américas (2011), la Relatoría hizo uso de los estándares desarrollados por la relatora; 

4) 
se ha participado conjuntamente con la Relatora en reuniones ínter mecanismos y se han emitido pronunciamientos conjuntos. 


Adicionalmente, como ya mencioné, la Relatoría para Defensoras y Defensores de la CIDH ha tenido un estrecho contacto con la Relatoría Especial sobre la independencia de magistrados y abogados.  Como ejemplo de ello, el 12 de julio de 2013 celebró un conversatorio con la relatora con el objetivo de recibir insumos para la elaboración del informe sobre operadores de justicia.  

En resumen, la relatoría continuará con el monitoreo continuo y apoyo a las tareas que desarrollan las defensoras y los defensores,  sin embargo es indispensable su fortalecimiento presupuestario y de personal. 

2. Los derechos humanos de las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias 


En 1996, surgió la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias (en adelante “la Relatoría”). La creación de esta Relatoría reflejó el interés de los Estados miembros de la OEA por brindar especial atención a un grupo caracterizado por su extrema vulnerabilidad y que, por ende, se ha encontrado especialmente expuesto a violaciones de derechos humanos. 
 


El 30 de marzo de 2012, en el marco de su 144 Período de Sesiones, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos decidió modificar el mandato de la Relatoría sobre Derechos de los Migrantes, a cargo del Comisionado Felipe González. En respuesta a la multiplicidad de desafíos que plantea la movilidad humana en la región, el nuevo mandato está enfocado en el respeto y garantía de los derechos de los migrantes y sus familias, solicitantes de asilo, refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas, desplazados internos, así como otros grupos de personas vulnerables en el contexto de la movilidad humana. 

El párrafo de esta resolución que establece mandatos para la CIDH es el 20, en sus apartados b) y c)


20. Solicitar a: 


b) la CIDH y a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que mantengan un diálogo constante con miras a desarrollar y participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia; y


c) la CIDH que proporcione a su Relatoría sobre los Derechos de los Migrantes los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos


En el marco del proceso de evaluación del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores y sus Familias, el 30 de enero de 2013, la Relatoría sobre los Derechos de los Migrantes realizó una presentación ante el Grupo Informal de la Comisión de Asuntos Migratorios en Washington, D.C., sobre los principales desafíos en materia de derechos humanos de los migrantes en la región, un reporte de sus actividades en el marco del programa, así como su evaluación respecto al mismo.   


A principios de mayo de 2013, la Relatoría sobre los Derechos de los Migrantes presentó su diagnóstico y observaciones en el marco de los trabajos que viene realizando la Comisión de Asuntos Migratorios de la OEA en la revisión, implementación y seguimiento del "Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluidos los Trabajadores Migratorios y sus Familias (AG/RES. 2141 (XXXV-O/05)".


Desde finales de 2013, se realizó la contratación de un abogado y una consultora de tiempo completo para el desempeño de las funciones de la Relatoría. 

3.  La protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo.


El párrafo de esta resolución que establece mandatos para la CIDH indica:


14. Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que continúe promoviendo el respeto y la defensa de los derechos humanos y facilitando los esfuerzos de los Estados Miembros para cumplir debidamente sus compromisos internacionales en materia de derechos humanos cuando desarrollen y ejecuten medidas contra el terrorismo, incluyendo los derechos de las personas que podrían estar en desventaja, en situación de discriminación y de vulnerabilidad como resultado de la violencia terrorista o iniciativas antiterroristas. 


A través del sistema de peticiones y casos la CIDH ha tenido la oportunidad de dar seguimiento a los estándares definidos en términos generales en el marco del Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos, aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el año 2002. 


La Comisión ha conocido y presentado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, una variedad de casos dentro de los cuales se destacan dos  grupos:

a) Los casos relacionados con el uso de la fuerza por parte de los Estados en el marco de un conflicto armado en que el actúa un grupo terrorista (por ejemplo caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia y el caso Cruz Sánchez vs. Perú, pendiente de decisión de la Corte); y 

b) los casos relacionados con la persecución y procesamiento penal de personas que presuntamente cometieron actos terroristas (Casos Loayza Tamayo, Cantoral Benavides, De la Cruz Flores, García Asto y Ramírez Roja, Berenson Mejía y J., todos de Perú; y el Caso Lonkos, activistas y líderes del pueblo indígena Mapuche vs. Chile, este último también pendiente de decisión de la Corte). 


En ambos grupos de casos, la Comisión ha reafirmado el derecho y el deber que tienen los Estados de perseguir el terrorismo. Asimismo, la Comisión ha reafirmado aquellos estándares mínimos que deben ser tomados en cuenta para asegurar que las iniciativas antiterroristas de los Estados se ajusten a sus obligaciones internacionales de derechos humanos. 


En los casos relacionados con el uso de la fuerza por parte de los Estados en el marco de un conflicto armado en el que actúa un grupo terrorista, la Comisión y la Corte han utilizado tanto el derecho internacional de derechos Humanos, como el derecho internacional humanitario y sus principios mínimos: distinción, precaución, necesidad y proporcionalidad, para determinar si en un caso concreto el uso de la fuerza, aún frente a una amenaza terrorista, pudo o no constituir una privación arbitraria del derecho a la vida. 


Así por ejemplo, en el caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia, la Comisión y posteriormente la Corte, analizaron en detalle el alcance del principio de distinción de la población civil de las personas combatientes, así como del principio de precaución, en lo referido a la limitación de los medios y métodos de guerra, específicamente armas de alcance indiscriminado. Por su parte, en el caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú, la Comisión presentó a la Corte la problemática relacionada con la protección de las personas que aún siendo parte de un grupo terrorista que esté en conflicto, han quedado fuera de combate y, por lo tanto, son sujetos de protección. Este caso está pendiente de decisión por la Corte.


En los casos relacionados con la persecución y procesamiento penal de personas que presuntamente cometieron actos terroristas, la Comisión y la Corte han analizados tres puntos centrales:
i) las garantías de debido proceso; 

ii) el cumplimiento del principio de legalidad; y

iii) el principio de no discriminación.


En cuanto a la garantía del debido proceso, en el grupo de casos de Perú ya citados, la Comisión y posteriormente la Corte se pronunciaron sobre la inconvencionalidad de múltiples extremos de los Decretos emitidos a principios de los años 90 en el Gobierno del Alberto Fujimori, con el objetivo de perseguir penalmente actos terroristas. Este decreto contenía normas que limitaban seriamente del derecho de defensa, el derecho al control judicial de la privación de la libertad, entre otros. Las decisiones de los órganos del Sistema dieron lugar a que en el año 2003 el Tribunal Constitucional peruano se pronunciara sobre la inconstitucionalidad de múltiples extremos de los referidos Decretos. Actualmente, la CIDH continúa conociendo casos sobre esta materia que, presumiblemente, permitirán profundizar en los referidos estándares.


En cuanto al principio de legalidad, se han analizado los mínimos que debe contener un tipo penal de terrorismo para que cumpla con el principio de estricta legal y sea posible para las personas bajo la jurisdicción de un Estado, distinguirlo de otros comportamientos no penales o que sí son penales pero que no constituyen actos terroristas. En el mismo sentido, en un caso de Chile, la Comisión analizó el marco legal de terrorismo aplicado a las víctimas antes de una reciente reforma que tuvo lugar en 2010, y concluyó que dicho marco no satisfizo el principio de legalidad. Otro aspecto relevante desarrollado en el marco de los casos,  fue el del uso de la vía penal, específicamente mediante el tipo penal de terrorismo, a fin de criminalizar actos legítimos como actos médicos de carácter humanitario. 


La Comisión ha encontrado que el principio de no discriminación se encuentra entre los que más profunda y frecuentemente pueden resultar afectados por las iniciativas antiterroristas de los Estados. Por ello, la CIDH ha enfatizado que “[e]n la campaña contra el terrorismo, los Estados deben mantenerse adecuadamente vigilantes a fin de asegurar que los agentes del Estado, incluidas las fuerzas militares, se comporten de acuerdo con las disposiciones que prohíben la discriminación”. De particular interés, por ejemplo para el caso de los Lonkos del pueblo Mapuche, pendiente de decisión por la Corte, es el riesgo de discriminación al que están expuestos los miembros de ciertos grupos o movimientos políticos, ideológicos o religiosos, en el marco de la lucha antiterrorista.


Finalmente, la Comisión ha dado especial seguimiento a la respuesta de Estados Unidos a lo que identifica como una amenaza terrorista, a través de los acontecimientos en Guantánamo. La Comisión ha utilizado múltiples mecanismos para abordar esta situación, incluyendo medidas cautelares (en julio de 2013 se amplió el alcance a fin de exigir el cierre inmediato del centro de detención), audiencias públicas durante sus periodos de sesiones, coordinación con el Relator Especial sobre la tortura de Naciones Unidas, el conocimiento de un caso, varios comunicados de prensa respecto de las condiciones de detención y exigiendo el cierre del centro y, actualmente, se encuentra preparando un informe temático sobre el tema.

4. Derechos humanos, orientación sexual e identidad y expresión de género.


Los párrafos de esta resolución que establecen mandatos para la CIDH son el séptimo y el octavo.


7. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que preste particular atención a su plan de trabajo titulado "Derechos de las personas LGTBI", y que continúe el trabajo de preparación del informe hemisférico en la materia, de conformidad con la práctica establecida por la propia CIDH e instar a los Estados Miembros a que apoyen los trabajos de la Comisión en esta materia.

 


Tengo el gusto de informar, nuevamente, que el 8 de noviembre de 2013, la Comisión Interamericana decidió crear una Relatoría sobre los Derechos de las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex (LGBTI) con el propósito de dar atención especializada al trabajo de la CIDH en materia de promoción y protección de los derechos de las personas LGBTI en las Américas. Esta Relatoría inició oficialmente sus funciones el 1° de febrero de 2014 y da continuidad a la labor de la Unidad para los derechos de las personas LGBTI, la cual fue creada en noviembre de 2011 como una iniciativa de la Comisión para dar un énfasis temático especial a los derechos de lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex, en atención al gran volumen de información que estaba recibiendo sobre violaciones a derechos humanos de este grupo en situación de vulnerabilidad, así como para dar un marco de institucionalidad que pudiera atender el mandato de la Resolución 2653 del año 2011.


La elaboración del informe hemisférico que manda la Resolución 2807 es una de las prioridades de la Relatoría LGBTI, el cual se encuentra previsto para su aprobación hacia fines del corriente año. 


De entre los diversos enfoques desde los que se pueden analizar las problemáticas que atraviesan las personas LGBTI en la región, se advirtió como prioritario abordar el informe tomando como eje principal la violencia que padecen lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex de manera constante en todos los Estados miembros de la OEA. La lucha contra la violencia basada en el prejuicio y la impunidad de la que suelen venir acompañadas las manifestaciones de violencia es una de las razones más apremiantes por las que las organizaciones LGBTI han luchado durante las últimas décadas y por la que en 2008 la Asamblea General decidió emitir su primera resolución en materia de orientación sexual e identidad de género.


El informe abordará las formas de violencia directa, como son los asesinatos, ejecuciones extrajudiciales, torturas, tratos inhumanos y degradantes y ataques físicos, así como también los actos de violencia que significan obstáculos o barreras para que las personas LGBTI puedan acceder al efectivo goce de otros derechos como la educación, el trabajo y la salud, analizando los fenómenos del bullying contra niñas y niños LGBTI, el hostigamiento laboral, así como los usos y prácticas del personal médico que afectan la salud y la dignidad de las personas trans e intersex, entre otros temas.


En 2013 se hizo circular un cuestionario dirigido a los 35 Estados Miembros de la OEA, organizaciones de sociedad civil y el público en general, con el objetivo de obtener información sobre factores que incitan a la violencia contras las personas LGBTI, formas específicas de violencia, estadísticas disponibles, identificación de obstáculos para el acceso a la justicia, investigación de crímenes, etc. Este cuestionario ya ha sido respondido por 14 Estados: Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Surinam, Ururguay y Venezuela (se espera la respuesta de Estados Unidos y Canadá, que solicitaron una prórroga), 30 organizaciones de la sociedad civil y 3 personas individuales.


Asimismo la Relatoría utilizará como insumos del informe hemisférico los resultados generados en 6 reuniones de expertas y expertos en materia de derechos humanos, orientación sexual e identidad de género organizadas por la Comisión sobre personas LGBTI, que se han venido realizando desde el 2011 con foco en salud, violencia, empleo, participación política, relaciones interpersonales y educación y cultura. Estas reuniones se llevaron a cabo en Washington, Colombia y Barbados.


La publicación del informe hemisférico, las actividades de promoción y diseminación del mismo, así como el resto de las actividades de la Relatoría, estarán supeditados a la existencia de financiamiento. 


El párrafo 8 de la Resolución señala:


8. Solicitar a la CIDH que continúe la preparación de un estudio sobre las leyes y disposiciones vigentes en los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que limiten los derechos humanos de las personas como consecuencia de su orientación sexual o identidad o expresión de género y que, con base en ese estudio, elabore una guía con miras a estimular la despenalización de la homosexualidad y de prácticas relacionadas a la identidad o expresión de género.


El estudio específico de la legislación que criminaliza las relaciones sexuales consensuales entre personas adultas del mismo sexo y las prácticas relacionadas con la identidad o expresión de género ha sido incluido como uno de los capítulos del informe hemisférico del mandato contenido en el punto 7 de la resolución. Dicha decisión ha sido tomada en razón de que toda la información recibida por la entonces Unidad LGBTI demostró la existencia de un íntimo vínculo entre la criminalización de esas conductas y los altos niveles de violencia, segregación y discriminación contra las personas LGBTI.  
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	�.	 Entre sus tareas la relatoría: a) recibe y analiza las comunicaciones, denuncias, acciones urgentes y comunicados de prensa que las organizaciones de derechos humanos envían a la Secretaría Ejecutiva; b) asesora a la Comisión respecto de las peticiones individuales y solicitudes de medidas cautelares relacionadas con defensores y defensoras, c) da seguimiento a las audiencias públicas relacionadas con esta temática; d) realiza informes sobre diversos temas relacionados con la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en los países de la región.





	�.	 En el 2013 se otorgaron 11 medidas cautelares que tienen que ver con defensoras y defensores de derechos humanos. Es decir, casi la mitad del total de medidas otorgadas.  Además, en el marco de peticiones y casos elaboró 3 informes de fondo y 14 admisibilidades. 





